
11. AMPARO DIRECTO EN REVISiÓN 
938/2011 

1. ANTECEDENTES 

El 20 de enero de 2011 se interpuso juicio de amparo en 

contra de la sentencia que dictó el Tribunal Unitario del Tri­

gésimo Circuito, el 26 de febrero de 2010, donde el quejoso 

estimó violadas, en su perjuicio, las garantías contenidas en los 

artículos 14, 16, 18 Y 22 de la Constitución Política de los Esta­

dos Unidos Mexicanos. 

El Presidente del Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Circuito admitió la demanda de garantías y seguidos los trámites 

correspondientes, el 17 de marzo de 2011, dictó sentencia en 

la que negó el amparo. 

El 12 de abril de 2011, el quejosa interpuso recurso de re­

visión y el Tribunal Colegiado ordenó remitir el expediente a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, donde hizo constar que 

la resolución recurrida no contenía decisiones relativas a lo 
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38 REGISTROS DE ANTECEDENTES DELICTIVOS DE LOS ADOLESCENTES 

constitucionalidad de una ley, ni a la interpretación directa de 

un precepto constitucional.'4 El 25 de abril del mismo año, el 

Presidente del Alto Tribunal registró el medio de impugnación 

con el número 938/2011 y lo remitió a la Primera Sala. 

2. COMPETENCIA 

El Presidente de la Primera Sala aceptó la competencia, admi­

tió el recurso de revisión, ordenó dar vista al Procurador General 

de la República, quien no formuló pedimento, y turnó el asunto 

al Ministro Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia, para que elaborara el 

proyecto de resolución correspondiente. 

La Sala reconoció su competencia para conocer y resolver 

el asunto, conforme a la normativa aplicable, al tratarse de un 

recurso de revisión interpuesto contra la sentencia dictada por 

un Tribunal Colegiado de Circuito en un juicio de amparo directo 

en materia penal; y determinó que, de acuerdo con las constan­

cias que obraban en autos, el recurso de revisión se interpuso 

oportunamente. 

3. CUESTIONES PREVIAS A LA RESOLUCiÓN 
DEL AMPARO 

Como cuestión previa, la Primera Sala se avocó a determinar si 

procedía el recurso de revisión,15 para lo cual precisó que la pro­

cedencia de éste en contra de sentencias pronunciadas en juicios 

de amparo directo por un Tribunal Colegiado de Circuito, 

1< Lo que se conSideró incorrecto por el Alto Tnbunal, como se verá más adelante 

15 Conforme o lo iurisprudencio 2a.jJ 64/2001, de rubro: "REVISiÓN EN AMPARO DIRECTO 
REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Noveno Época, Tomo XIV, diciembre de 2001, página 315; Reg_ IUS: 188101 
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constituye un régimen de excepción, 16 porque la regla general es 

que contra dichas sentencias, no proceda recurso alguno. Agre­

gó que los supuestos jurídicos que debían actualizarse conjun­

tamente pora que este recurso procediera son: 

1. Que el recurso de revisión pueda tener por objeto lo reso­

lución de uno de dos posibles cuestiones de constitucionalidad: 

la constitucionalidad de un precepto legal o la interpretación 

directa de un precepto constitucional; y 

11. Que la resolución emitida en el recurso de revisión pueda 

implicar la emisión de un criterio importante y trascendente. 

Asimismo, consideró que debía observarse lo expresamente 

dispuesto en la fracción V del artículo 83 de lo Ley de Ampara, 17 

específicamente en su segundo párrafo, en cuanto o que única­

mente podrán ser materia de estudio del recurso de revisión, aque­

llos cuestiones referentes o lo constitucionalidad de un precepto 

legal o lo interpretación directo de un precepto constitucional. 

a) Estudio de los conceptos de violación planteados en lo 

demando de amparo 

La Solo advirtió que el quejoso, en los conceptos de violación 

planteados en la demando de amparo, en síntesis sostuvo que: 

De ocuerJo con los oriículos 10i, frO('Clon IX., cOrlStlluClonol, 83, froc:c,órl V, de lo Ley de 
!',mporn; y 10, frocclór, 111, de lo Ley Orgónico del Poder JudiCial de lo ferierm Ión, y el resuJtonrlo 
r lJ(]rlO uel Acuerdo Generul 5/1999, del Pleno de lo Supremo Corle de JustiCia de lo N[J( Ión 

Todos los rcferenuo$ u lo ley de ,';mporo en esto obro, corresponden o io viqenie no sto e ) 
de obcr!20lJ 

39 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
            www.juridicas.unam.mx                   http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Suprema Corte de Justicia de la Nación



40 REGISTROS Dé ANTECEDENTES DELICTIVOS DE LOS ADOLESCENTES .. 

a) La individualización de la pena y la negativa del bene­

ficio de la sustitución de la privativa de libertad, violaba 

los artículos lo., 14, 16, 18 Y 22 de la Constitución Fe­

deral en relación con el artículo 70 del Código Penal 

Federal, por falta de aplicación, toda vez que la autori­

dad judicial responsable había tomado en cuenta el 

antecedente penal derivado de un proceso anterior 

instruido por el delito de robo calificado, en el Juzgado 

Quinto Penal de Aguascalientes, cuando tenía dieciséis 

años de edad, lo que se traducía en una indebida fun­

damentación y motivación, porque por esa decisión se le 

estimó con un grado de culpabilidad ligeramente su­

perior al mínimo y se le tuvo como delincuente secun­

dario. Agregó, que si bien en la legislación del Estado 

de Aguascalientes, la edad mínima para ser imputable 

en la época en que fue condenado era de dieciséis años, 

con motivo de la reforma al artículo 18 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, actualmente 

correspondía a dieciocho, y esto debió tomarse en 

cuenta. 

b) La anterior hacía evidente la falta de exhaustividad y con­

gruencia del acto reclamado; ademós de ser contrario 

al numeral 40, Punto Tres, incisa a)' de la Convención 

sobre los Derechas del Niña, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación, el 25 de enero de 1991; a las 

Reglas de Beijing, adoptadas por la Asamblea General 

de la Organización de las Naciones Unidas, en resolu­

ción 40/33 de 28 de noviembre de 1985, en lo referente 

al punto 21 .2; así como a toda una serie de convencio­

nes internacionales adoptadas por el Estado Mexicano, 

relativas al tratamiento judicial que debe otorgarse a los 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
            www.juridicas.unam.mx                   http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Suprema Corte de Justicia de la Nación



,A,MPARO DIRECTO EN REVIS'OI'< 938/2011 

casas en que niñas, niñas y adolescentes menares de 

dieciocho años, intervengan como autores o partícipes 

en la comisión de una infracción penal catalogada como 

delito poro los adultos, toda vez que a los adolescentes 

infractores sólo es posible aplicarles medidas de orien­

tación, protección y tratamiento, en debida observancia 

de la garantía prevista en el artículo 18 de la Constitu­

ción Federal. 

b) Consideraciones del Segundo Tribunal Colegiado del Tri­
gésimo Circuito, 01 contestar los conceptos de violación 

El órgano colegiado sostuvo que los argumentos eran infunda­

dos, en atención a que: 

• En la sentencia del a qua, no se tuvieran por demostra­

dos todos los elementos del delito contro la salud, en la 

modalidad de posesión con fines de venta del psicotró­

pico asenlix (clorhidrato de clobenzorex), marihuana y 

clorhidrato de cocaína; pera sí los relativos a la posesión 

genérica de dichos enervantes; igualmente quedó acredi­

tada la plena responsabilidad del imputado en su comisión. 

• El ad quem en la apelación, confirmó lo relativo a la 

comprobación del cuerpo del delito contro la salud en 

su modalidad de posesión de clorhidroto de cocaína y 

morihuana, previsto y sancionado en el numeral 477, pá­

rrafo primero, en relación con los preceptos 234 y 479, 

todos de la Ley General de Salud, y posesión de asenlix 

(clorhidrato de clobenzorex), contemplada en los artícu­

los 193 y 195 bis del Código Penal Federal; así como la 

plena responsabilidad del ahora quejoso en su comisión, 
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en términos del artículo 13, fracción 11, de dicho Código 

punitivo, sin que el quejoso expresara desacuerda. 

• Na advirtió queja deficiente que suplir a favor del pra­

cesado, toda vez que los elementos constitutivos del 

referido delito a saber: a) la existencia de los narcóticos 

cocaína y marihuana en cantidades inferiares a las que 

resulta de multiplicar por millas previstas en la tabla del 

artículo 479 de la Ley General de Salud; b) la existencia 

de una sustancia considerada psicotrópico en la Ley 

General de Salud como es el clorhidrato de clobenzorex; 

c) un sujeto activo que tenga bajo su radio de acción y 

disponibilidad dichos narcóticos; d) que por las circuns­

tancias del hecho, se presuma que la posesión no estaba 

destinada a la realización de alguna de las conductas 

previstos en el artículo 194 del Código Penal Federal y 

476 de la Ley General de Salud; y, e) la conducta se 

realice sin contar con el permiso de la autoridad corres­

pondiente y que el activo no sea miembro de una asocia­

ción delictuosa; se habían demostrado con: la inspección 

y aseguramiento de los narcóticos y de los estupefacien­

tes; el dictamen químico que determinó su naturaleza; 

el parte informativo signado y ratificado ministerialmente 

par los elementos de la Secretaría de Seguridad Pública 

y Tránsito Municipal de Aguascalientes; y, la declaración 

ministerial y preparatoria del justiciable; pruebas que 

fueron valoradas de acuerdo con los numerales 279, 

284,285,286,288,289 Y 290 del Código Federal de 

Procedimientos Penales. 

• La plena responsabilidad quedó acreditada en términos 

del artículo 286 del código referido, con el cúmulo de 

evidencias relatadas. 
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• En torno a la individualización de la pena, la autoridad 

responsable actuó apegada a derecho, al confirmar el 

grado de culpabilidad atribuido al sentenciado, porque 

ponderó la gravedad del hecho delictivo; lo cantidad de 

narcóticos; el bien jurídico tutelado; la formo y grado 

de intervención del acusado; las circunstancias de 

modo, tiempo y lugar de realización del ilícito; los mo­

tivos determinantes de su conducta; la capacidad para 

darse cuenta de lo ilícito de su proceder; y -en lo que 

interesaba en este caso-, que contaba con anteceden­

tes penales. 

• En lo relativo a los antecedentes penales, señaló que éstos 

constituyen los registros de las personas que cometen 

algún delito y permiten determinar si un sentenciado es 

a na reincidente; por lo que para determinar el grado 

de culpabilidad y negar al sentenciado los beneficios sus­

titutivos y la condena condicional, había tomado en 

cuenta el antecedente que el quejoso tenía registrado, 

por el delito de robo calificado, lo cual fue legal, en virtud 

de que en esa época el quejoso tenía dieciséis años de 

edad y, de acuerdo con la legislación local, era imputable. 

• No era factible considerar al quejoso con el carácter 

de adolescente infractor parque existía una sentencia de 

condena en su contra, y que la reforma al artículo 18 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­

nos, de la que derivó el establecimiento por parte de la 

Federación, los Estados y el Distrito Federal, de un siste­

ma integral de justicia para adolescentes infractores, para 

aquellas personas mayores de doce años y menores de 

dieciocho, no le era útil para tenerlo como adolescente 
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infractor, porque se le restarían efectos legales a la sen­

tencia que lo tuvo como imputable, en detrimento de la 

cosa juzgada. 

• Que el acto jurídico de esa época, no fue el reclamado, 

así que no podía ser materia de anólisis. 

• Que la Convención sobre los Derechos del Niña y las 

Reglas de Beijing, no podían tomarse en cuenta en el juicio 

de amparo, porque en la actualidad el quejoso era ma­

yor de edad. Así, de modo reiterativa puntualizó que el 

acto reclamado no había atentado contra la norma 21.2 

de las Reglas de Beijing, que se refiere a los registros de 

menores delincuentes, porque en la época en que había 

sido procesado por el delito de robo era imputable; asi­

mismo, dijo que la interpretación que debía dórsele a 

la prohibición de utilizar los registros de menores delin­

cuentes en procesos posteriores, era en el sentido de 

que dicho registro se hubiera generado consideróndolo 

como menor infractor, lo que en este caso no había acon­

tecido. De forma que estimó acertado el grado de cul­

pabilidad determinado por la autoridad responsable y 

la negativa de los beneficios de la sustitución de la pri­

vativa de libertad y de la condena condicional. 

4. RESOLUCiÓN DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACiÓN 

a) Estudia de las agravias 

La Sala consideró que debía analizar los agravios presentados 

por la recurrente, consistentes en que: 
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• La resolución impugnada contiene una interpretación 

directa del artículo 18 de la Constitución Federal, sobre 

una de las aspectos de validez temporal de la norma 

constitucional, al considerar que la nueva taxativa en 

materia de adolescentes infractores contenida en dicho 

precepto, no podía tener efecto retrospectivo para regir 

sobre situaciones pasadas. 

• Era inexacto afirmar que se le restarían efectos legales 

a la sentencia que en ese entonces lo condenó y que se 

atentaría contra la cosa juzgada al dejar de tomar como 

antecedente penal la conducta constitutiva de delito que 

realizó cuando contaba con dieciséis años de edad; 

porque la interpretación extensiva y retraactiva que debe 

darse al artículo 18 constitucional, dado el actual sis­

tema abiertamente garantista e integral de justicia para 

los adolescentes infractores, es beneficiar, con todas sus 

consecuencias, a las personas que alguna vez cometie­

ran una conducta catalogada como delito por el derecho 

penal de adultos, cuando eran adolescentes. 

• Si no se interpreta el numeral 18 de la Norma Fundamen­

tal en el sentido de que pueda abarcar situaciones que 

acontecieron en el pasado, las cuales tienen efectos en 

el futuro, no se alcanzaría el propósito de la nueva taxa­

tiva del sistema. 

• Es equivocado señalar que un registro de condena ante­

rior cuando el quejoso contaba con dieciséis años de 

edad, pudiera atentar contra la cosa juzgada para fijar 

el grado de culpabilidad y con ello negar los beneficios 

penales previstos en la ley, pues no se modificaba la 
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responsabilidad del infractor, la condena impuesta ni su 

ejecución. 

• La interpretación que se debe dar al artículo 18 de la 

Constitución Federal, en su nueva redacción, debe aten­

der a los compromisos asumidos por nuestro país con 

la comunidad internacional, donde se establece que la 

edad penal comienza a los dieciocho años, sin que sea 

atinado que la imposición de una sanción, cuando el 

individuo contaba con dieciséis años, deba tomarse en 

consideración en lo futuro como antecedente penal, pues 

el efecto se reflejaría en la nueva norma, cuyo carácter 

perjudicial se verificaba, porque el actual precepto con­

sidera la capacidad de ser sujeto penal, solamente para 

los adultos mayores de dieciocho años. 

• La interpretación directa del multicitado artículo 18 se dio 

por el voto particular de la Magistrada disidente, cuan­

do señaló que la reforma resultaba benéfica a los inte­

reses del quejoso y podía aplicarse en su beneficio, lo 

cual se traducía en que no pudiera considerarse válida­

mente como antecedente penal el registro que abarca 

una conducta legalmente tipificada como delito, reali­

zada bajo una normatividad estatal que, en su momento, 

era aplicable, pera ya no puede tener efecto alguno hacia 

el futuro. 

• Si desde la perspectiva actual debiá considerarse como 

menor infractor el antecedente penal que gravita en su 

contra, no puede ser apto para estimarlo reincidente o 

dejar de tenerlo con un grado de culpabilidad mínimo. 
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b) Requisitos de procedencia del recurso de revisión 

Con base en el estudio de los agravios, la Primera Sala consideró 

que se actualizaban los requisitos para la procedencia del recurso 

de revisión, ya que el quejoso planteó de manera implícita una 

interpretación directa del artículo 18 constitucional, al afirmar 

que con motivo de la reforma a dicho precepto, actualmente 

la edad mínima para ser imputable es de dieciocho años, por lo 

que derivado de esa cuestión jurídica, la autoridad judicial no 

debió tomar en cuenta el antecedente penal que registró cuan­

do tenía dieciséis años de edad y, con esa base, incrementar su 

grado de culpabilidad y negarle el beneficio de la sustitución de 

la privativa de libertad, previsto en el artículo 70 del Código 

Penal Federal. 

Que al respecto, el quejoso no se limitó a afirmar que la auto­

ridad responsable violó dicho precepto en su perjuicio, ya que 

atendiendo a la causa de pedir, se colegía que también había 

planteado la inaplicación en su beneficio de ese artículo 

constitucional. 

La Sala precisó que este planteamiento no es hipotético o 

abstracto, ya que se relaciona íntimamente con la litis constitu­

cional materia del juicio de amparo, en virtud de que el acto 

reclamado consistió en la sentencia de apelación de 26 de fe­

brero de 2010, pronunciada por el Magistrado del Tribunal 

Unitario del Trigésimo Circuito, determinación que, entre otras 

cuestiones, dejó firme la sentencia del a qua respecto a la indi­

vidualización de la pena y la negativa de otorgarle el beneficio 

de la sustitución de lo privativa de lo libertad, contemplado en 

el numeral 70 del Código Penal Federal, por estimar la autori­

dad responsable -entre otras cosas-~ que el hoy recurrente 
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reportaba un antecedente penal por delito doloso de robo 

calificado. 

Reiteró que la causa de pedir de los conceptos de violación, 

radica en que la autoridad responsable debió aplicar el articulo 

18 de la Constitución Federal, reformado en 2005, donde se 

establece el sistema integral de justicia penal para las personas 

que tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho 

años de edad y, can esa base, no tomar en cuenta su antecedente 

penal registrado cuando tenía dieciséis años. 

El Tribunal Colegiado del conocimiento abordó dicho plan­

teamiento bajo la consideración de que la reforma al artículo 

18 constitucional, no podía tomarse en cuenta para dejar de 

considerar su registro delictivo de cuando tenía dieciséis años, 

pues de hacerlo se le restarían efectos legales a la sentencia que 

lo tuvo como imputable por el delito de robo, en detrimento de la 

cosa juzgada. 

Respecto de la litis planteada la Primera Sala advirtió que 

no existía jurisprudencia emitida por ella, lo que consideró de 

especial interés en materia de constitucionalidad, al interpretar­

se si la redacción del artículo 18 constitucional, cuya reforma se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre 

de 2005, permite al juzgador, al momento de individualizar la 

pena y emitir pronunciamiento sobre el beneficio de lo sustitución 

de la privativa de la libertad, previsto en el artículo 70 del Código 

Penal Federal, respecto de un delito cometido cuando el senten­

ciado es mayor de edad, considerar o no como antecedente penal 

una diversa conducta delictiva realizada por el mismo sujeto 

cuando tenía dieciséis años, por la cual se le juzgó como impu­

table; cuestión cuya resolución da pie a un pronunciamiento 
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importante que podría determinar, e incluso, alterar la forma en 

que los órganos jurisdiccionales deben administrar justicia. Por 

tanto, la Primera Sala estimó que se cumplía con el requisito de 

importancia y trascendencia a que se refiere la fracción IX del 

artículo 107 constitucional, suficiente para justificar la prace­

dencia del recurso de revisión. 

Por tanto, estimó inexacto lo plasmado porel Segundo Tribu­

nal Colegiado del Trigésimo Circuito, en cuanto a que la sentencia 

dictada en el juicio de garantías de la que deriva el recurso, no 

contiene interpretación directa de algún precepto de la Consti­

tución Federal, pues el que haya sostenido que no pasó inadver­

tido para dicho órgano jurisdiccional la reforma al artículo 18 

de la Constitución Federal, pera que de todos modos no podría 

aplicarse a favor del quejoso para individualizar la pena y con­

cederle el beneficio previsto en el artículo 70 del Código Penal 

Federal, toda vez que le restaría efectos legales a la sentencia 

que lo condenó, lo que podría atentar contra la cosa juzgada, 

ello revela tácitamente una actividad interpretativa de la Consti­

tución Federal en la sentencia, limitada, pero al fin interpretación 

directa; ello porque el Tribunal Colegiado de Circuito no se limitó 

a mencionar el referido precepto constitucional, sino que restrin­

gió su aplicación para no vulnerar el principio del derecho común 

que es la cosa juzgada. ls 

Por otra parte, la Sala puntualizó que la pracedencia de este 

medio de impugnación no puede analizarse desde la perspectiva 

del voto particular de la Magistrada disidente, como lo adujo el 

I ROlOi101ll1ento en la IUrlsprudencia 10./J 63/2010, de rubro' 'IN1ERPRETACION DIRECTA 
DE NORMAS CONS1ITUClONALES_ CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS PARA SU IDENTifiCA­
ClÓN ", publicado en el SernurlUno op, cit" Novena Época, Tomo XXXII, ogosto de 2010, púglrlO 

3)9, RerJ_ IUS 164023 
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recurrente, no tendrá efecto en la ejecutoria de amparo, pues 

ésta es la decisión de la mayoría plasmada en la parte conside­

rativa de la sentencia, así como en los puntos resolutivos que la 

rigen,19 

Por todo lo anterior, la Primera Sala determinó que los agra­

vios, eran fundados y que habían sido suplidos en su deficien­

cia, con apoyo en el numeral 76 bis, fracción 11, de la Ley de 

Amparo, por tratarse de un asunto de índole penal y por ser el 

reo quien se inconforma. 

el Análisis sobre el alcance de la reforma al artículo 18 cons­

titucional de 12 de diciembre de 2005 

Sobre este tema, la Sala se remitió a los razonamientos vertidos 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al re­

solver el 22 de noviembre de 2007, la acción de inconstitucio­

nalidad 37/2006 promovida por la Comisión Estatal de Derechas 

Humanos de San Luis Potosí, que se resumen en lo siguiente: 

• Fue voluntad del Poder Reformador de la Constitución, 

el establecimiento de un Sistema Integral de Justicia para 

Adolescentes Infractores, a partir de 2006, en la Repú­

blica Mexicana. 

19 Corroboran lo anterior, lo tesis 1 o./J. 97/2005 y lo. XIX/2003, de rubros: "VOTO PARTICULAR 
DE UN MAGISTRADO DE CIRCUITO. NO FORMA PARTE DE LOS PUNTOS RESOLUTIVOS DE UNA 
SENTENCIA." Y 'VOTO ACLARf\TORIO DE UN MAGISTRADO DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO. NO TIENE EFECTOS VINCULATORIOS, PUES NO RIGE EL SENTIDO DEL FALLO."; 
publicados en el Semanario .. op. cit., Noveno Época, Tamo XXII, agosto de 2005, página 286, y 
Tomo XVII, mayo de 2003. página 246; Registros IUS: 177395 y 184244, respectivamente. 
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• Paro la Constitución, las adolescentes san aquellas per­

sonas que tienen entre doce años cumplidas y menos de 

dieciocho años de edad. 

• La reforma y adiciones al artículo 18 de la Constitución 

Federal de 2005, tuvo como efecto acoger la tendencia 

internacional en materia de menores infractores, con­

forme a la cual, debe tronsitarse del tutelarismo al ga­

rontismo sobre la base de un sistema de responsabilidad 

penal, donde el adolescente no sólo sea titular de dere­

chos que deben ser reconocidos y garantizados, sino tam­

bién de obligaciones, deberes y responsabilidades. 

• Dicha refarma se sustentó fundamentalmente en la Con­

vención sobre los Derechos del Niño, cuyo modelo de 

justicia sirvió paro desarrollar el nuevo sistema aplicable. 

• La Convención de los Derechos del Niño se ratificó por el 

Senado de la República el 19 de junio de 1990 y se pro­

mulgó por el Ejecutivo Federal el 28 de noviembre si­

guiente, por lo cual, desde ese momento es una fuente 

formal de derecho en nuestro sistema jurídico. 

• La reforma constitucional se inspiró, además, en instru­

mentos internacionales como las Directrices de Riad," 

en las que se sostuvo como aspecto de prevención del 

delito, que calificar a un joven de extraviado, delincuen­

te o primodelincuente, a menudo contribuía a que los 

'),) Directrices de los Nociones Unidos poro lo PrevencIón de lo Delincuenclo Juvenil 
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jóvenes desarrollasen pautas permanentes de compar­

tamiento indeseable. 

• En cuanto a la impartición de justicia, que inicia cuando 

las autoridades encargadas de la procuración de justicia 

deciden presentar el caso ante las autoridades jurisdic­

cionales, para que el adolescente sea enjuiciado y cul­

mina con la decisión que recae sobre el caso, el texto 

reformado del artículo 18 constitucional se apoyó, en 

gran medida, en la citada Convención de los Derechos 

del Niño, que tiene como antecedente lo establecido en 

las Reglas de Beijing, las cuales, en su punto 21, estatuye 

que los registras de menores delincuentes no se utiliza­

rán en procesos de adultos relativos a casos subsiguien­

tes en los que esté implicado el mismo delincuente. 

• Las únicas conductas que son objeto de este nuevo sis­

tema son exclusivamente aquellas que estón tipificadas 

en las leyes como delitos, distinguiéndose el derecho 

penal de adolescentes del de adultos, en cuanto a que, 

en aquél, la finalidad de las sanciones da origen a un 

derecho penal educativo o de naturaleza sancionadora 

educativa, no así el segundo. 

• El principio sancionador, característico del sistema de 

justicia para adolescentes, el educativo, es una consecuen­

cia del diverso principio de interés superior y de protección 

integral de la infancia; por tanto, la diferencia entre el 

sistema de justicia penal para adolescentes y el de adul­

tos, radica en una cuestión de intensidad, donde se 

privilegia el aspecto rehabilitador o educativo respecto 
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del punitivo de las acciones que, por supuesto, deben 

ser de proporciones distintas a las de los adultos. 

• En lo relativo a la ejecución de medidas privativas de liber­

tad, las normas internacionales establecen que los meno­

res privados de su libertad deben mantenerse separados 

de los reclusos adultos, aun cuando alcancen la mayo­

ría de edad. 

Que, además, el Pleno interpretó que para cumplir con 

los compromisos internacionales, se requería que las autoridades 

competentes adoptaran las medidas necesarias para la debida 

implementación de las responsabilidades, a fin de cumplir ron 

eficacia cada una de las etapas que conforman el sistema inte­

gral de impartición de justicia para adolescentes, identificadas 

como: a) prevención; b) procuración de justicia; c) impartición de 

justicia; d) tratamiento de ejecución de la medida, y e) investi­

gación, planificación, formulación y evaluación de políticas que 

incidan en la materia. 

Para tal fin, el Alto Tribunal consideró necesario tomar las me­

didas pertinentes para lograr la plena vigencia de esas normas 

en un aspecto integral; de esa manera quedaron identificados 

los siguientes principios constitucionales rectores del sistema inte­

gral de justicia para adolescentes: 

• Legalidad en materia penal que, en materia de justicia 

para menores, se traduce principalmente en el hecho de 

que sólo por conductas definidas camo delitos por las 

leyes penales, puede un adolescente ser sujeto a proceso; 
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• Garontía de debido proceso; este principio adquiere un 

matiz propio, ya que no sólo debe cumplirse con el mar­

co jurídico de protección de derechos de todos los adul­

tos sujetos a proceso, sino que los menores tendrán 

un derecho de defensa adecuada desde el momento en 

que son detenidos o acusados de haber cometido el 

delito, hasta que finaliza la medida que, en su caso, les 

sea impuesta, atendiendo a la protección integrol del 

adolescente; 

• Proporcionalidad; conforme al texto del artículo 18 cons­

titucional este principio se desdobla en tres persped',vas: 

proporcionalidad en la punibilidad de las conductas, en 

la determinación de la medida y en la ejecución; 

Del principio de proporcionalidad emana el subprincipio 

de idoneidad, que consiste en atender los fines que tuvo 

en cuenta el legislador al momento de crear la norma, 

esto es, en la materia que se estudia, y la justificación 

de la imposición de la sanción. La evaluación que se 

haga debe cuestionar si los medios son razonables per 

se, es decir, no sólo satisfacer un criterio de eficiencia, 

sino también de razonabilidad en la determinación de 

los medios; 

• Interés superior del menor; implica que las instituciones, 

tribunales y autoridades encargadas de la aplicación del 

sistema penal paro adolescentes, se orienten a lo que es 

más benéfico y conveniente paro el pleno desarrollo de 

su persona y capacidades. Lo que supone mayores dere­

chos de los que se reconocen a las demás personas, 
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pero sin dejar de tomar en cuenta los límites de los dere­

chos de otros individuos y de la sociedad. 

• Mínima intervención; busca resolver el menor número 

de conflictos a nivel judicial. 

Sobre esta base, la Primero Sola concluyó que el tema de 

los antecedentes penales de los menores, debía verse en un con­

texto diferente al de los adultos, toda vez que los fines perseguidos 

en el sistema de justicia para adolescentes eron básicamente edu­

cativos y de inserción familiar. 

Desde eso óptico, atentaría contra el principio de propor­

cionalidad darles o los antecedentes penales de los menores el 

mismo tratamiento que el de los adultos, cuando la trascendencia 

de las conductas cometidas por unos y otros era distinta para la 

sociedad. 

Lo Primera Sola recordó que, de acuerdo con los directrices 

de las Naciones Unidas para la prevención de la Delincuencia 

Juvenil, calificar a un joven de extraviado, delincuente o primo­

delincuente contribuía a que desarrollaran pautas permanen­

tes de comportamiento indeseable. 

Además de que no debía perderse de vista que en las Reglas 

de Beijing, previas a la Convención sobre los Derechos del Niño, 

en su punto 21.1, se estableció que los registros de menores 

delincuentes no se utilizarían en procesos de adultos relativos 

a casos subsiguientes en los que estuviese implicado el mismo 

delincuente. 
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En esa medida, la interpretación constitucional que debe ha­

cerse de las reformas y adiciones referidas, debe ser en el sentido 

de que los registros de antecedentes delictivos cometidos por los 

adolescentes durante esa etapa, no pueden tomarse en cuenta 

como si se tratara de adultos, ya que la reforma produjo un aspecto 

sancionador modal izado respecto de sus conductas ilícitas. 

d) El que;oso como adolescente 

La Primera Sala se avocó a verificar si cuando el quejoso come­

tió el delito -valorado como antecedente penal por la respon­

sable-, ya se habían llevado a cabo las reformas y adiciones 

de 12 de diciembre de 2005 a la Constitución Federal, los cuales 

entraron en vigor el 12 de marzo de 2006. 

En este sentida, conforme a la sentencia de amparo recurrida, 

el 12 de abril de 2006, el imputado quedó a disposición del Juez 

Quinto Penal de Aguascalientes por el delito de robo calificado; 

el 15 de abril siguiente se emitió auto de formal prisión en su 

contra; el 29 de moyo ulterior se le dictó sentencia en la que 

se le condenó a una sanción privativa de la libertad de 5 meses, 

27 días, y multa de 20 días, y el 14 de septiembre de 2006 se 

puso a disposición del Ejecutivo y fue trasladado al Centro Estatal 

para el Desarrollo de los Adolescentes. 

Así, desde el 12 de marzo de 2006 el quejoso ya era sujeto 

de los derechos sustantivos previstos en la reformo constitucional; 

por lo que para la Primera Sala no hay lugar a duda que cuando 

fue sentenciado en la primera causa penal, el 29 de moyo de 

2006, constitucionalmente era adolescente, pues aunque en esa 

época en el Estado de Aguascalientes los personas mayores de 

dieciséis años eran imputables, como se infiere de su legislación 

penal, en la Constitución Federal, el quejosa era menar de edad. 
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Conclusión que encontró apoyo en el principio de suprema­

cía constitucional, establecido en el artículo 133 del Texto Funda­

mental que, en términos generales, prevé un orden ierárquico de 

los ordenamientos legales en nuestro sistema legal, así como 

de la interpretación sistemática de los artículos 39, 40 y 41 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

permite clarificar el contenido del principio en cuestión, pues 

de éstos se advierte que la soberanía del Estado Mexicano se 

recanoce originalmente en la voluntad del pueblo y se cristalizo 

esencialmente en la Carta Magna, la que no podrá contrariase 

por ninguna norma.?1 

e) Los antecedentes penales y la cosa iuzgada 

La Sala señaló que el artículo 18 constitucional, cuya tácita inter­

pretación realizó el Tribunal Colegiado de Circuito, establece: 

Artículo 18.- ( ... ) (REFORMADO, D.O.F. 12 DE DICIEMBRE 

DE 2005) 

La Federación, los Estados y el Distrito Federal establecerán, 

en el ámbito de sus respectivos competencias, un sistema 

integral de justicia que será aplicable a quienes se atribuya la 

realización de uno conducta tipificado como delito por los 

, Ver lu~ tesIS 1 o ¡J 80/7004, de rubro: 'SUPREMACÍ!\ CONSTITUCIONAL y ORDEN JERi,ROUllO 

~ORMATlVO. PRINCIPIOS DE. INTERPRETACiÓN DEL ARTíCULO 133 CONSTITUCIONAL QUF 
LOS CONTIENE.", publicado en el Semonono op, cit., Tomo XX, octubre de 2004, página 26·~; 
Reg. IUS: 180240; tesIS P./J. 155/2000, de rubro: 'CONTROL DE' CONSTITUCIONALIDAD POR 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION. CONfORME ,\L PRINCIPIO DE SUPREMACíA 
CONSTITUCION,\L LOS ME'DIOS RELATIVOS DEBEN ESTABLECERSE EN LA PROPIA CONSTITLJ­
CION H:lJE:R,\L Y NO EN UN ORDENAMIENTO INFERIOR ',publicado en el Sernonarlo op Clt., 
No',ena ÉpUC(], Torno XII, diCiembre de 2000, páglrm 843; Reg IUS, 190669; y tesi~ de rubro 
'lON5TITUCION. SU APLI(AClON POR PARTE DE LAS AUTORIDADES DEL FUERO COMLJI\. 
CUANDO SE ENCUENTRA CONTRAVENIDA POR UNA LEY ORDINARIA', publicado en el SerllorlorlU 
Judrciol de la Fedf'rarlon, Sexto Epo((], Volumen Cuarla Parle, Tomo IX, póglno 177; Reg IUS: 270759 
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leyes penales y tengan entre doce años cumplidas y menas 

de dieciocho años de edad, en el que se garanticen los dere­

chos fundamentales que reconoce esta Constitución para todo 

individuo, así como aquellos derechos específicos que por su 

condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos. 

Las personas menores de doce años que hayan realizado una 

conducta prevista como delito en la ley, sólo serán sujetos a 

rehabilitación y asistencia social. 

(ADICIONADO, D.O.F. 12 DE DICIEMBRE DE 2005) 

La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a 

cargo de instituciones, tribunales y autoridades especializados 

en la procuración e impartición de justicia para adolescentes. 

Se podrán aplicar las medidas de orientación, protección y 

tratamiento que amerite cada caso, afendiendo a la protección 

integral y el interés superior del adolescente. 

(ADICIONADO, DO.F. 12 DE DICIEMBRE DE 2005) 

Las formos alternativas de iusticia deberán observarse en la 

aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. 

En todos los procedimientos seguidos a los adolescentes se 

observará la garantía del debido proceso legal, así como la 

independencia entre las autoridades que efectúen la remisión 

y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser propor­

cionales a la conducta realizada y tendrán como fin la reinte­

gración social y familiar del adolescente, así como el pleno 

desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento se 

utilizará sólo como medida extrema y porel tiempo más breve 

que proceda, y podrá aplicarse únicomente a los adolescentes 

mayores de catorce años de edad, por la comisión de con­

ductas antisociales calificadas como graves ... 

La Sala consideró que conforme a dicho artículo el Tribu­

nal Colegiado de Circuito no debió tomar en cuenta, como 
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antecedente penal, la conducta ilícita que desplegó el quejoso 

cuando tenía dieciséis años de edad, pues atenta contra el es­

píritu de las reformas al artículo 18 constítucional, porque la 

imparticíón de la justicia juvenil se sustenta, entre otros principios, 

en el de proporcionalidad. 

Ello en virtud de que los adolescentes son sujetos diferentes 

a los adultos, dada su condición social de individuos en desa­

rrollo y, por ese motivo, su responsabilidad penal es especial, al 

igual que las sanciones que se les deben imponer y sus efectos. 

Señaló que los antecedentes penales deben tomarse en 

cuenta para individualizar la pena." Sin embargo, las conductas 

ilícitas de los menores, deben verse desde un enfoque diferente 

al de los adultos, al igual que la intensidad de la sanción, pues 

debe distinguirse que cuando a un adulto se le impone una san­

ción privativa de la libertad no se le pretende educar, se le amo­

nesta y se le conmina paro que no vuelva a infringir la ley; por 

el contrario, a un adolescente cuando se le sanciona, se busca 

educarlo y rehabilitarlo. 

Por tanto, la Sala precisó que no puede ser proporcional la 

sanción que se impone a uno y otro de esos sujetos, en atención 

a que el segunda es una persona en desarrollo y debe privile­

giarse el principio de protección integrol del adolescente, lo que 

Como se collqe de lo IUrlSprudencla la,,iJ. 76/2001, de rubro: 'CULPABILIDAD, PARA 
DETERMINAR SU GRADO, DEBEN TOMARSE EN CUENT.A LOS ANTECElJENTES PENt\LES DeL 
PROCESADO, EN TERMINOS DE' 1.A REFORMA ,41 ,ARTICULO 52 DEL CODIGO PENAL FEDERAL, 
DE 10 DE ENERO DE 1994.', publ,codo en el SernorlorJo op, cil , Noveno Epoca, Tomo XIV, octuhre 
de 2001, página 79, Reg, IUS, 188636, Crilerlo que,e modificó por lo solicitud de Inod,f,coc,on de 
IOlurlsprudencia 9/2011, cuyo criterio se refleia en lo tesis 1 o./J. 110/2011 190) de rubro 'CULPA­
BILIDAD, PARA DETERMINAR SU GRADO NO DEBEN TOMARSE EN CUENTA LOS ANTECEDENTES 
PENALES DEL PROCESADO.', publicod(] en el Semanario Judicial de lo federaCión y su Gocelo, 
Décimo Epoca, Libro V, lebrero de 2017, T On10 1, página 643, Reg. IUS' 160320 
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conlleva a que no es constitucional tomar como antecedente 

penal de índole similar al de un adulto, la conducta ilícita que 

haya realizado en esa etapa de su vida, porque no sería razo­

nable ni, como ya se dijo, proporcional. 

Así, en oposición a lo razonado por el Tribunal Colegiado 

de Circuito, en el sentido de considerar al quejoso como adoles­

cente pese a que fue condenado como imputable, no atenta 

contra la cosa juzgada, porque a su favor resulta aplicable la 

reforma al artículo 18 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos de 2005. 

f) Contradicción de tesis 371200B-PL 

Aunado a lo anterior, la Sala refirió los siguientes argumentos 

del Alto Tribunal en Pleno, al resolver la contradicción de tesis 

37/2008: 23 

• Que la reforma al párrafo cuarto y las adiciones de los 

párrafos quinto y sexto del artículo 18 de la Constitucián 

Política de los Estados Unidos Mexicanos eran de natu­

raleza heteroaplicativa o de individualización condicio­

nada, parque las obligaciones de hacer o de no hacer 

ímpuestas en ella no surgían en forma automática con 

su sola entrada en vigor, sino que se requería de un acto 

diverso que condicionaba su aplicación, lo que consti-

n De donde emanó lo jurisprudencia P.!J, 72/2009, publicado en Semanario op. cit., Noveno 
Epoca, Tomo XXX, iulio de 2009, página 65, de rubro: 'SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA 
MENORES. LOS PÁRRAFOS CUARTO, QUINTO Y SEXTO DEL ARTICULO 18 DE LA CONSTITUCiÓN 
POLíTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REFORMADO Y ADICIONADOS, RESPEC­
TIVAMENTE, MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACiÓN EL 
12 DE DICIEMBRE DE 2005, SON DE NATURALEZA HETEROAPLlCATIYA.'; Reg, IUS: 166785 
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tuye un elemento de referencia objetivo para determinar 

la procedencia del juicio constitucional. 

Que el acto necesario para individualizar la ley, puede 

ser de carácter administrativo o jurisdiccional e, incluso, 

emanado de la voluntad del propio particular o de un 

hecho jurídico ajeno a la voluntad humana, que lo sitúan 

dentra de la hipótesis legal. 

• Que, en sentido contrario, se está en presencia de una 

ley autoaplicativa o de individualización incondicionada, 

cuando la norma vincula al gobernado a su cumplimiento 

desde el inicio de su vigencia, independientemente de 

que no se aelualice alguna condición, en virtud de que, 

desde ese momento, se crean, transforman o extinguen 

situaciones concretas de derecho. 

• Que la mencionada reforma estableció en el orden jurí­

dico mexicano un sistema de justicia para los menores 

de dieciocho años a quienes se les impute la comisión de 

conduelas tipificadas como delitos, la operación de ese 

sistema corresponde a instituciones, tribunales y autori­

dades especializados en la procuración e impartición de 

justicia para adolescentes, a quienes se les podrán apli­

car medidas de orientación, pratección y tratamiento que 

amerite cada caso, en atención a la protección integral 

y al interés superior del adolescente, pero sin considerar 

sus conductas constitutivas de delito en la concepción 

tradicional aplicable a los mayares de dieciocho años. 

• Que en esa medida, la disposición constitucional esta­

blece obligaciones directas para las autoridades, para 
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quienes no hay alguna condición intermedia más que el 

tiempo de vacancia para que tengan el deber constitu­

cional de hacer lo ahí previsto; sin embargo, los menores 

de dieciocho años carecen de un elemento vinculante en 

el texto del artículo 18 constitucional, por el que surja 

una afectación individualizada e incondicionada; de ahí 

la razón por la cual hace falta la realización de un acto 

distinto de autoridad para quedar sometido a las dispo­

siciones citadas. 

• Que la reforma constitucional ubica su fin u objeto en un 

grupo de gobernados identificado por edad, a quienes 

no les aplican de forma inmediata las disposiciones mo­

tivo de estudio; y que es necesario que se genere uno 

condición para que la reforma les cause una afectación 

de manera individualizada, es decir, además de la edad, 

también es indispensable que se les atribuya o que hayan 

realizado una conducta tipificada como delito por las 

leyes penales y que alguna autoridad los investigue o 

estén procesadas por el delito que corresponda. 

• Que en congruencia con la naturaleza heteroaplicativa 

de la referida reforma, para promover el juicio de amparo 

no basta con tener menos de dieciocho años, tampoco 

que se realice una conducta tipificada como delito por 

las leyes penales; necesariamente requiere de un acto con­

creto de afectación al menor en donde se aplique la re­

forma indicada y, por virtud de ese acto, precisamente 

se generen los supuestos que permiten la individualiza­

ción como condición procesal necesaria para ello. 
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• Que los supuestos de la indicada reforma constitucional 

también debian considerarse aplicables a aquellos adoles­

centes que, habiendo sida pracesados y sentenciados, se 

encontraran compurgando una pena de prisión; porque 

la nueva norma constitucional debe observarse por todos 

los operadores juridicos del sistema mexicano, lo que 

incluye a los Jueces ordinarios, a los Jueces de control 

constitucional ya las autoridades penitenciarias; conse­

cuentemente si los menares de dieciocho años ya habían 

sido pracesados y sentenciados, era evidente que exis­

tía un acto concreto de autoridad que les podria causar 

afectación. 

• Que acorde con lo expuesto, el Decreto por el que se 

reformó el párrafo cuarto, y se adicionaron los párrafos 

quinto y sexto al artículo 18 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, es de naturaleza hete­

roaplicativa, ya que si bien se estableció en el orden 

jurídico mexicano un sistema integral de justicia para los 

adolescentes, conforme al cual quienes tengan entre doce 

años cumplidos y menos de dieciocho, y se les atribuya 

una conducta tipificada como delito por las leyes pena­

les, no pueden ser juzgados sino por instituciones, tribu­

nales y autoridades especializados, que podrán aplicar 

las medidas de orientación, protección y tratamiento que 

amerite cada caso, en atención a la pratección integral 

y el interés superior del adolescente, pero sin considerar 

sus conductas constitutivas de delito en la concepción 

tradicional aplicable a los mayores de dieciocho años; 

sin embargo, para estimar que se actualiza un perjuicio 

que actualice la pracedencia del juicio de amparo, requie­

re necesariamente de un acto para que la aplicación del 
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decreto citado se pudiera individualizar en la persona del 

quejoso. 

Por tanto, la Primera Sala expresó que en la ejecutoria de la 

contradicción de tesis referida, el Tribunal Pleno estableció que 

la previsión constitucional del sistema integral de justicia para 

los adolescentes, no necesariamente aplicaba desde su entrada 

en vigor, sino que requería generar una condición para poder apre­

ciar si a los sujetos a los que se destinó la reforma, habían sufrido 

una afectación individualizada. 

De esta forma, la Sala estimó que la autoridad responsable, 

al tomar en cuenta en la sentencia reclamada el antecedente 

penal emanado de una conducta delictiva cometida por el quejo­

so cuando tenía dieciséis años, generó la condición para estudiar 

la aplicación de la norma constitucionol, porque la aplicación de 

ese antecedente en la sentencia era el vínculo. 

Así, la Sala precisó que, con ese proceder, la autoridad creó 

la condición necesaria para dilucidar si las reformas y adiciones 

constitucionoles al artículo 18, le generaban o no al quejoso una 

afectación; por lo que era intrascendente que se le juzgara como 

imputable y que en ese momento ya fuera mayar de edad, porque 

los supuestos de la reforma constitucional también aplicaban a 

aquellos adolescentes que ya fueron sentenciados dada la natu­

raleza heteroaplicativa de la reforma citada. 

Además, consideró que no se atentaba contra la cosa juzga­

da, toda vez que no era tema de discusión lo resuelto en el proceso 

anterior, es decir, la interpretación que se hacía de la reforma 

al supuesto estudiado, na invalidaba la sentencia del Juez Quinto 

Penal de Aguascalientes, esto es, que la sentencia anteriormente 
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pronunciada no se desvirtuaría con nuevos razonamientos, yo 

que esta figura tiene cama característica la inviolabilidad e inmu­

tabilidad de las resoluciones, porque recaída la sentencia sobre 

un hecho en específico no puede volverse a juzgar sobre el 

mismo. 

De ahí que, en el caso específico, lo único que se tomaría en 

cuenta es que no se le considere como antecedente carcelario 

del quejosa el proceso que le fue instruido cuando tenía dieciséis 

años, situación que impactaba únicamente a la causa penal que 

había originado el acto reclamado de este recurso. 

En conclusión, la Sala estimó que la reforma y adición al 

artículo 18 de la Constitución Federal de 12 de diciembre de 

2005, deben interpretarse en el sentido de que en un proceso 

penal federal para adultos, es contrario a la Norma Fundamental 

tomar en cuenta como antecedente penal de una persona, una 

conducta antisocial que cometió cuando tenía dieciséis años, 

estando en vigor dicho Texto Constitucional. 

g) Sentido de la resolución 

Derivado de lo anteriar, la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación declaró fundado el agravio, revocó la 

sentencia recurrida y cancedió el amparo y protección de la Jus­

ticia Federal al quejoso, para el efecto de que el Tribunal Unitario 

responsable dejara insubsistente la resolución impugnada y 

dictara otra, en la cual bajo los lineamientos interpretativos del 

artículo 18 de la Constitución Federal antes señalados, no tomara 

en cuenta el antecedente penal del quejoso derivado de la causa 

penal seguida ante el Juzgado Quinto Penal de Aguascalientes 
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y resolver lo que en derecho procediera, para lo cual estará 

obligado a reiterar los aspectos de legalidad analizados por el 

Tribunal Colegiado de Circuito que no se opusieran a lo resuelto 

en este asunto. 
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